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Con la opinión favorable del Director General de 
Electricidad y el visto bueno del Viceministro de Energía;

SE RESUELVE:

Artículo 1.- Aprobar la causa de fuerza mayor 
sustentada por la empresa Termochilca S.A., al amparo 
del literal e) del Artículo 69 del Reglamento de la Ley de 
Concesiones Eléctricas, aprobado por Decreto Supremo 
N° 009-93-EM, por las razones y fundamentos legales 
expuestos en la parte considerativa de la presente 
Resolución Ministerial.

Artículo 2.- Aprobar la modificación de la autorización 
para desarrollar la actividad de generación de energía 
eléctrica en la Central Térmica Santo Domingo de los 
Olleros de la que es titular Termochilca S.A., referida a la 
instalación del Grupo G2 con turbina a vapor, precisando 
que la Puesta en Operación Comercial será hasta el 
31 de julio de 2018, sobre la base de lo resuelto en el 
artículo 1 de la presente Resolución Ministerial, quedando 
subsistentes todos los derechos y obligaciones a que se 
encuentra sujeta la titular, en particular el cumplimiento 
de la Ley de Concesiones Eléctricas, su Reglamento, y 
demás normas legales y técnicas aplicables.

Artículo 3.- La presente Resolución Ministerial, 
en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 67 del 
Reglamento de la Ley de Concesiones Eléctricas, será 
publicada en el Diario Oficial El Peruano por una sola 
vez y por cuenta del titular, dentro de los cinco (5) días 
calendario siguientes a su expedición, y entrará en 
vigencia a partir del día siguiente de su publicación. 

Regístrese, comuníquese y publíquese. 

ROSA MARÍA ORTIZ RÍOS
Ministra de Energía y Minas

1402965-1

JUSTICIA Y DERECHOS HUMANOS

Decreto Supremo que aprueba la Política 
Nacional Penitenciaria y el Plan Nacional de 
la Política Penitenciaria 2016 - 2020

DECRETO SUPREMO
Nº 005-2016-JUS

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

CONSIDERANDO:

Que, la Constitución Política del Perú señala en los 
numerales 21 y 22 del artículo 139, que son principios y 
derechos de la función jurisdiccional; el derecho de los 
reclusos y sentenciados de ocupar establecimientos 
adecuados; y el principio de que el régimen penitenciario 
tiene por objeto la reeducación, rehabilitación y 
reincorporación del penado a la sociedad;

Que, la Séptima Política de Estado del Acuerdo 
Nacional está orientada a la seguridad ciudadana y 
erradicación de la violencia, enfatizando en el literal 
f) el desarrollo de una política de especialización en 
los organismos públicos responsables de garantizar la 
seguridad ciudadana;

Que, según la Ley Nº 29158, Ley Orgánica del Poder 
Ejecutivo, las políticas nacionales definen los objetivos 
prioritarios, los lineamientos, los contenidos principales 
de las políticas públicas, los estándares nacionales de 
cumplimiento y la provisión de servicios que deben ser 
alcanzados y supervisados para asegurar el normal 
desarrollo de las actividades públicas y privadas;

Que, de acuerdo al primer párrafo del numeral 
1) del artículo 4º de la Ley Nº 29158, las políticas 
nacionales conforman la política general del gobierno; 
y que, asimismo, es competencia exclusiva del Poder 
Ejecutivo, diseñar y supervisar las políticas nacionales 
y sectoriales, las cuales son de cumplimiento obligatorio 

por todas las entidades del Estado en todos los niveles 
de gobierno;

Que, conforme al numeral 22.2) del artículo 22° de 
la Ley N° 29158, los Ministerios diseñan, establecen, 
ejecutan y supervisan las políticas nacionales y sectoriales, 
asumiendo la rectoría respecto de ellas; asimismo, de 
acuerdo a los incisos a) y e) del numeral 23.1 del artículo 
23° de la citada Ley, son funciones generales de los 
Ministerios: formular, planear, dirigir, coordinar, ejecutar, 
supervisar y evaluar la política nacional y sectorial bajo su 
competencia, aplicable a todos los niveles de gobierno; 
así como realizar seguimiento respecto al desempeño 
y logros alcanzados a nivel nacional, regional y local, y 
tomar las medidas correspondientes;

Que, de acuerdo al artículo 1° de la Ley N° 29807, 
el Consejo Nacional de Política Criminal adscrito al 
Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, está 
encargado de planificar, articular, supervisar y dar 
seguimiento a la política criminal del Estado. En ese 
ámbito, el artículo 4° de la referida ley establece como 
mandato y atribución, la formulación de políticas y 
directrices criminológicas que deberán ser propuestas 
a los diversos sectores y entidades involucradas en el 
sistema de control social, y, en particular, por aquellas 
que de manera directa se vinculan a la prevención, 
investigación y represión del delito, a la justicia penal y 
a la ejecución de penas y medidas de seguridad, con la 
finalidad de establecer líneas de trabajo orientadas hacia 
un mismo objetivo;

Que, conforme a lo dispuesto en el artículo 9° del 
Reglamento del Consejo Nacional de Política Criminal, 
aprobado mediante Decreto Supremo N° 008-2012-JUS, 
este puede conformar grupos de trabajo para tareas 
específicas que brinden eficacia a sus funciones;

Que, en sesión de fecha 21 de abril de 2016, el 
Consejo Nacional de Política Criminal aprobó por 
unanimidad la Política Nacional Penitenciaria, la misma 
que ha sido elaborada con la participación de sesenta 
(60) representantes de dieciséis (16) entidades Públicas 
y Privadas, a través de mesas de trabajo: Congreso 
de la República, Poder Judicial, Ministerio de Justicia y 
Derechos Humanos, Ministerio del Interior, Ministerio de 
Educación, Ministerio de Salud, Ministerio de Trabajo y 
Promoción del Empleo, Ministerio Público, Defensoría 
del Pueblo, Instituto Nacional Penitenciario, SUCAMEC, 
DEVIDA, Cruz Roja, CEDRO, Comisión de Derechos 
Humanos y Comisión Episcopal de Acción Social;

Que, la Política Nacional Penitenciaria posee un 
enfoque de derechos humanos, género, persona 
e interculturalidad, y cuenta con tres (3) ejes 
estratégicos: i) Sistema de Justicia Penal, enfocado en 
la racionalización del ingreso y salida de ciudadanos al 
sistema penitenciario; ii) Tratamiento, que corresponde 
a todas las actividades orientadas a la rehabilitación de 
la población penitenciaria en el Sistema Penitenciario 
en Régimen Abierto y Medio Libre; y iii) Resocialización, 
orientado a facilitar la relación y vinculación de la 
población penitenciaria con la sociedad; a partir de los 
cuales desarrolla su propuesta en seis (6) lineamientos 
generales y veintitrés (23) específicos. Dicha Política 
Nacional establece también sesenta y cinco (65) 
acciones estratégicas contenidas en un Plan Nacional 
de la Política Penitenciaria 2016 – 2020;

Que, conforme a lo dispuesto por el literal e) del artículo 
7° de la Ley N° 29809, Ley de Organización y Funciones 
del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos y del 
literal e) del numeral 5.2 del artículo 5° del Reglamento 
de Organización y Funciones del Ministerio de Justicia 
y Derechos Humanos aprobado mediante Decreto 
Supremo N° 011-2012-JUS, son funciones específicas de 
dicho sector, orientar y contribuir con el establecimiento 
de la política criminal y formular la política penitenciaria 
del Estado; 

Que, el artículo 70° del Reglamento de Organización y 
Funciones del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos 
citado precedentemente, establece que la Dirección 
General de Política Criminal y Penitenciaria es el órgano 
de línea encargado de evaluar, diseñar y formular 
políticas de Estado en materia criminal y penitenciaria, 
así como efectuar el seguimiento y diagnóstico en la 
ejecución de dichas políticas, proponiendo los correctivos 
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correspondientes. Asimismo, ejerce la Secretaría Técnica 
del Consejo Nacional de Política Criminal, asesorando y 
brindando asistencia administrativa y técnica al referido 
Consejo, conforme a lo dispuesto en el artículo 3° de 
la Ley N° 29807, Ley que crea el Consejo Nacional de 
Política Criminal y al Capítulo IV del Decreto Supremo 
N° 008-2012-JUS, Reglamento del Consejo Nacional de 
Política Criminal; 

Que, resulta necesario un modelo de ejecución penal 
respetuoso de los lineamientos y normas internacionales; 
especialmente en el marco de la convención contra 
la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanas o 
degradantes; los principios de ética médica aplicables 
a la función del personal de salud, especialmente 
los médicos, en la protección de personas presas y 
detenidas contra la tortura y otros tratos o penas crueles, 
inhumanos o degradantes; los principios básicos para 
el tratamiento de los reclusos; el conjunto de principios 
para la protección de todas las personas sometidas 
a cualquier forma de detención o prisión; las reglas 
mínimas de las Naciones Unidas sobre las medidas no 
privativas de libertad; las reglas mínimas de las Naciones 
Unidas para el Tratamiento de los reclusos; y reglas de 
las Naciones Unidas para el tratamiento de las reclusas 
y medidas no privativas de la libertad para las mujeres 
delincuentes; 

Que, resulta necesario aprobar una Política 
Nacional Penitenciaria y su Plan, a fin de garantizar una 
coordinación interinstitucional que oriente los espacios y 
estrategias del tratamiento penitenciario, organizando a su 
vez la intervención de los sectores capaces de contribuir 
en dicha actividad con un soporte multisectorial que logre 
cubrir oportuna y eficientemente todos los ámbitos de 
abordaje necesarios;

Que, el Plan Nacional de Seguridad Ciudadana 2013-
2018 en su objetivo específico 6.5. rotulado “Contar con 
un sistema articulado y fortalecido de política criminal 
para mejorar la justicia penal”, propone en su actividad 3 
la elaboración y difusión de un Plan Nacional de Política 
Penitenciaria a cargo del Consejo Nacional de Política 
Criminal, el Ministerio de Justicia y el Instituto Nacional 
Penitenciario;

De conformidad con el inciso 8) del artículo 118° de 
la Constitución Política del Perú; la Ley N° 29158, Ley 
Orgánica del Poder Ejecutivo; la Ley N° 29809, Ley 
de Organización y Funciones del Ministerio de Justicia 
y Derechos Humanos, el Decreto Supremo N° 001-
2009- JUS, Reglamento que establece disposiciones 
relativas a la publicidad, publicación de Proyectos 
Normativos y difusión de Normas Legales de Carácter 
General; 

Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros;

DECRETA:

Artículo 1.- Aprobación de la Política Nacional 
Penitenciaria

Apruébese la Política Nacional Penitenciaria que, 
como Anexo, forma parte integrante del presente Decreto 
Supremo, la misma que tiene por objeto racionalizar el 
ingreso y salida al sistema penitenciario, incrementar la 
cobertura y calidad del tratamiento diferenciado de la 
población penitenciaria de régimen cerrado y régimen 
abierto, así como promover la reinserción social de la 
población que ha culminado la sanción recibida, a través 
de una visión sistémica e intervención interinstitucional, 
multisectorial e intergubernamental en el sistema 
penitenciario.

La Política Nacional constituye el principal marco 
orientador de Política Penitenciaria del Estado peruano, 
y establece lineamientos generales y específicos para su 
desarrollo.

Artículo 2.- Aprobación del Plan Nacional de la 
Política Penitenciaria 2016-2020

Apruébese el Plan Nacional de la Política Penitenciaria 
que, como Anexo, forma parte integrante del presente 
Decreto Supremo, el mismo que contiene los objetivos 
y acciones estratégicas a desarrollar durante el periodo 

2016 – 2020 a fin de implementar paulatinamente la 
Política Nacional Penitenciaria.

Artículo 3.- Ámbito de aplicación
La Política Nacional Penitenciaria y el Plan Nacional de 

la Política Penitenciaria 2016 – 2020 son de cumplimiento 
obligatorio por el Gobierno Nacional, por los Gobiernos 
Regionales y por los Gobiernos Locales; además de todas 
las instituciones del Estado involucrados en el sistema de 
control social, prevención, justicia penal, tratamiento y 
resocialización. Para el sector privado y sociedad civil la 
Política Nacional servirá como un instrumento de carácter 
orientador.

Artículo 4.- Implementación y coordinación de la 
Política 

El Ministerio de Justicia y Derechos Humanos a través 
del Consejo Nacional de Política Criminal coordina con las 
entidades involucradas la implementación de la Política 
Nacional Penitenciaria y el Plan Nacional de la Política 
Penitenciaria 2016 – 2020. Asimismo, promueve alianzas 
estratégicas para realizar intervenciones conjuntas con 
instituciones públicas o privadas orientadas a lograr 
objetivos comunes. 

Artículo 5.- Seguimiento, supervisión y evaluación 
de la Política Nacional.

El Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, a través 
de la Dirección General de Política Criminal y Penitenciaria, 
en el marco de sus funciones y competencias, tiene a 
su cargo el seguimiento, supervisión y evaluación de la 
Política Nacional Penitenciaria, evaluando su impacto en 
el sistema penitenciario.

Artículo 6.- Financiamiento
La implementación de las medidas y acciones 

efectuadas en el marco de lo dispuesto en la presente 
norma se financia con cargo al Presupuesto Institucional 
autorizado de los pliegos correspondientes, para 
los fines establecidos en el mismo, sin demandar 
recursos adicionales al Tesoro Público y conforme a las 
disposiciones legales vigentes.

Artículo 7.- Publicación y difusión
Publíquese el presente Decreto Supremo en el Diario 

Oficial “El Peruano” y su Anexo en el Portal Institucional 
del Estado peruano (www.peru.gob.pe), en el Portal 
Institucional del Ministerio de Justicia y Derechos 
Humanos (www.minjus.gob.pe), y en el Portal Institucional 
del Instituto Nacional Penitenciario (www.inpe.gob.pe) 
el mismo día de la publicación del presente Decreto 
Supremo. 

Remitir copia del presente Decreto Supremo y su 
Anexo al Poder Judicial y Ministerio Público para que en 
el marco de sus atribuciones dispongan su publicación 
en sus Portales Institucionales (www.pj.gob.pe) y (www.
fnmp.gob.pe).

Artículo 8.- Refrendo
El presente Decreto Supremo será refrendado por 

el Presidente del Consejo de Ministros, el Ministro de 
Justicia y Derechos Humanos, el Ministro del Interior, el 
Ministro de Educación, el Ministro de Salud, y el Ministro 
de Trabajo y Promoción del Empleo.

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS FINALES

Primera.- Creación del Grupo de Trabajo 
El Ministerio de Justicia y Derechos Humanos 

conformará un Grupo de Trabajo que tendrá como función 
realizar las coordinaciones interinstitucionales necesarias 
que conduzcan a la implementación de la Política 
Nacional Penitenciaria y el Plan Nacional de la Política 
Penitenciaria 2016 – 2020.

Segunda.- Instrumentos de gestión de la Política 
Nacional

Facúltese al Ministerio de Justicia y Derechos Humanos 
para la aprobación de directivas y otros instrumentos de 
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gestión que faciliten la adecuada implementación de lo 
dispuesto en el presente Decreto Supremo.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los catorce 
días del mes de julio del año dos mil dieciséis.

OLLANTA HUMALA TASSO
Presidente de la República

Pedro Cateriano Bellido
Presidente del Consejo de Ministros

Jaime Saavedra Chanduví
Ministro de Educación

JOSÉ LUIS PÉREZ GUADALUPE
Ministro del Interior

ALDO VÁSQUEZ RÍOS
Ministro de Justicia y Derechos Humanos

ANÍBAL VELÁSQUEZ VALDIVIA
Ministro de Salud

Daniel Maurate Romero
Ministro de Trabajo y Promoción del Empleo

1404905-5

Acceden a solicitudes de extradición activa 
de ciudadanos peruanos

resolución suprema
nº 097-2016-jus

Lima, 14 de julio de 2016

VISTO; el Informe de la Comisión Oficial de 
Extradiciones y Traslado de Condenados N° 049-2016/
COE-TC, sobre la solicitud de extradición activa a la 
República de Chile del ciudadano peruano NILTHON 
BRAYER CRUZ CASTILLO, formulada por la Sala Mixta 
Permanente de la Corte Superior de Justicia de La 
Libertad;

CONSIDERANDO: 	

Que, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 
5 del artículo 34 del Texto Único Ordenado de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial, aprobado por Decreto 
Supremo Nº 017-93-JUS, las Salas Penales conocen las 
extradiciones activas y pasivas;

Que, en mérito a las atribuciones conferidas, 
la Sala Penal Permanente de la Corte Suprema 
de Justicia de la República, mediante Resolución 
Consultiva de fecha 18 de noviembre de 2015 y 
Resolución integradora del 02 de febrero de 2016, 
declaró procedente la solicitud de extradición activa 
del ciudadano peruano NILTHON BRAYER CRUZ 
CASTILLO, para ser procesado por las presuntas 
comisiones de los delitos contra el Patrimonio - Robo 
Agravado en agravio de Nelson Luis Sánchez Blanco 
y otros; y contra el Patrimonio - Extorsión en agravio 
de Yesenia Jesús Sánchez Blanco y otros; y declaró 
improcedente por el delito de Asociación ilícita por 
motivo de prescripción; (Expediente Nº 131-2015);

Que, el literal a) del artículo 28 de las Normas referidas 
al comportamiento judicial y gubernamental en materia 
de extradiciones y traslado de condenados, aprobadas 
por Decreto Supremo Nº 016-2006-JUS, establece 
que la Comisión Oficial de Extradiciones y Traslado de 
Condenados propone al Consejo de Ministros, a través 
del Ministro de Justicia y Derechos Humanos, acceder o 
no al pedido de extradición activa formulado por el órgano 
jurisdiccional competente;

Que, la Comisión Oficial de Extradiciones y Traslado 
de Condenados ha emitido la opinión correspondiente 
mediante el Informe N° 049-2016/COE-TC, del 05 de 
mayo del 2016, en el sentido de acceder a la solicitud de 
extradición;

Que, de acuerdo a lo dispuesto por el numeral 1 del 
artículo 514 del Código Procesal Penal, promulgado por 
el Decreto Legislativo Nº 957, corresponde al Gobierno 
decidir la extradición, pasiva o activa, mediante Resolución 
Suprema expedida con acuerdo del Consejo de Ministros, 
previo informe de la referida Comisión Oficial;

De conformidad con el Tratado de Extradición entre 
la República del Perú y la República de Chile, firmado 
el 05 de noviembre de 1932, vigente desde el Canje de 
Ratificaciones efectuado en la ciudad de Lima el 15 de 
julio de 1936;

En uso de la facultad conferida en el inciso 8) del 
artículo 118 de la Constitución Política del Perú; y,

Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros; 

SE RESUELVE: 

Artículo 1.- Acceder a la solicitud de extradición 
activa del ciudadano peruano NILTHON BRAYER CRUZ 
CASTILLO, formulada por la Sala Mixta Permanente de 
la Corte Superior de Justicia de La Libertad y declarada 
procedente por la Sala Penal Permanente de la Corte 
Suprema de Justicia de la República, para ser procesado 
por las presuntas comisiones de los delitos contra el 
Patrimonio - Robo Agravado en agravio de Nelson 
Luis Sánchez Blanco y otros; y contra el Patrimonio - 
Extorsión en agravio de Yesenia Jesús Sánchez Blanco 
y otros; y disponer su presentación por vía diplomática 
a la República de Chile, de conformidad con el Tratado 
vigente y lo estipulado por las normas legales peruanas 
aplicables al caso.

Artículo 2.- La presente Resolución Suprema 
será refrendada por el Ministro de Justicia y Derechos 
Humanos y por la Ministra de Relaciones Exteriores. 

Regístrese, comuníquese y publíquese.

OLLANTA HUMALA TASSO
Presidente de la República

ALDO VÁSQUEZ RÍOS
Ministro de Justicia y Derechos Humanos

ANA MARÍA SÁNCHEZ DE RÍOS
Ministra de Relaciones Exteriores

1404905-8

resolución suprema
nº 098-2016-jus

Lima, 14 de julio de 2016

VISTO; el Informe de la Comisión Oficial de 
Extradiciones y Traslado de Condenados Nº 072-2016/
COE-TC, del 10 de junio de 2016, sobre la solicitud 
de extradición activa del ciudadano peruano PAUL 
JONATHAN ROJAS YAURI a la República Argentina, 
formulada por la Segunda Sala Penal para procesados 
en Cárcel de la Corte Superior de Justicia de Lima Norte;

CONSIDERANDO: 	

Que, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 
5 del artículo 34 del Texto Único Ordenado de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial, aprobado por Decreto 
Supremo Nº 017-93-JUS, las Salas Penales conocen las 
extradiciones activas y pasivas;

Que, en mérito a las atribuciones conferidas, la Sala 
Penal Permanente de la Corte Suprema de Justicia de 
la República, mediante Resolución Consultiva de fecha 
17 de mayo de 2016, declaró procedente la solicitud 
de extradición activa del ciudadano peruano PAUL 
JONATHAN ROJAS YAURI, para ser procesado por 
la presunta comisión del delito contra la Salud Pública 
– Tráfico Ilícito de Drogas, en agravio del Estado 
(Expediente Nº 63-2016);

Que, el literal a) del artículo 28 de las Normas referidas 
al comportamiento judicial y gubernamental en materia 
de extradiciones y traslado de condenados, aprobadas 
por Decreto Supremo Nº 016-2006-JUS, establece 


